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RESUMEN:
La crisis mundial generada por el COVID-19 ha tenido diversas repercusiones a nivel glo-
bal. Esta situación nos invita a reflexionar sobre nuestra institucionalidad y la importancia 
de la escuela dentro de los procesos de inestabilidad. En este aspecto, la gestión escolar a 
nivel intermedio o distrital (sostenedores en Chile) se realza como un agente clave en la 
articulación territorial y atención a necesidades de cuidado con sus comunidades escola-
res. En este artículo se propuso conocer las modalidades de gestión en convivencia escolar 
existentes en sostenedores chilenos. Mediante un análisis de conglomerados bietápico y 
un árbol de decisiones, se identificaron grupos de sostenedores de acuerdo con su gestión 
de la convivencia escolar. Los resultados muestran la presencia de tres niveles de gestión, 
cuyos abordajes varían de menor a mayor complejidad. Estos grupos se diferencian se-
gún características como la dependencia (pública o subvencionada), cantidad de escuelas 
a cargo, conocimiento del territorio y reconocimiento del logro en convivencia. Asimis-
mo, se identifica como central la socialización de roles y funciones de estos encargados. 
Se discute la necesidad de evaluar las condiciones político-institucionales que afectan el 
abordaje y gestión en convivencia escolar a nivel intermedio, lo que resulta crucial en si-
tuaciones de crisis. 

ABSTRACT:
The world crisis generated by COVID-19 has had various repercussions at the global level. 
This situation invites us to reflect on our institutionality and the importance of the school 
within the processes of instability. In this aspect, school management at the middle or 
district level (sostenedores/supporters in Chile) stands out as a key agent in territorial ar-
ticulation and attention to care needs with their school communities. This article intends 
to know the management modalities in school coexistence existing in Chilean supporters. 
Through a two-stage cluster analysis and a decision tree, groups of supporters were iden-
tified according to their management of school coexistence. The results show the pres-
ence of three levels of management, whose approaches vary from less to more complexity. 
These groups are differentiated according to characteristics such as dependency (public 
or subsidized), number of schools in charge, knowledge of the territory, and recognition 
of achievement in coexistence. Likewise, the socialization of roles and functions of these 
managers is identified as central. The need to evaluate the political-institutional condi-
tions that affect the approach and management of school coexistence at an intermediate 
level, which is crucial in crisis situations, is discussed.
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1. Introducción
En abril de 2020, la Organización Mundial de la Salud (OMS) decretó pandemia debido al contagio 
masivo producido por el COVID-19. En ausencia de vacunas que frenen la propagación del virus, la 
OMS instruyó la medida de distanciamiento físico, obligando el cierre de muchas instituciones, entre 
ellas, la escuela, y recomendando la implementación de procesos de enseñanza y aprendizaje virtual 
que hagan énfasis en los componentes de contención socioemocional (Reimers y Sychleicher, 2020; 
UNESCO, 2020).

En el caso de Chile, la situación de crisis sanitaria se ha complejizado aún más, debido a que el país 
venía enfrentando una crisis social de gran envergadura. El 18 de octubre de 2019 estalla en nuestro 
país una demanda transversal a distintas clases sociales, partidos políticos, etnias, géneros y edades, 
que clama por una revisión de la racionalidad neoliberal implementada en dictadura y profundizada 
en democracia. De acuerdo con Ramírez y otros (2020) esta racionalidad antepone los intereses econó-
micos por sobre las problemáticas sociales; transforma al ciudadano en un cliente, restringiendo sus 
derechos y erosionando fuertemente la acción colectiva y cohesión social. Esta crisis económica-polí-
tica-social, se conecta con una serie de movimientos sociales previos, muchos de ellos gestados desde 
el mundo de la educación. 

En este escenario de crisis permanente, la escuela ha tomado un rol central en el cuidado y bienestar de 
sus comunidades educativas. Distintas organizaciones e investigadores han concordado que, en con-
textos de crisis, el cuidado de la salud mental y el bienestar socioemocional son aspectos centrales (Ka-
gawa, 2005; Machel, 2001; Tarabini, 2020). La construcción de una comunidad educativa activa, que 
conoce las necesidades de su territorio, y que favorece el diálogo y la reflexión, instala un sentimiento 
de pertenencia, que permite recuperar la percepción de apoyo, permitiendo un mejor afrontamiento a 
las crisis (Universidad de Chile, 2020).

No obstante, ¿es la escuela la única responsable de atender a las necesidades socioemocionales que 
permiten enfrentar situaciones de crisis? Anderson y otros (2010) han señalado que, en contextos de 
crisis y cambio, la gestión realizada a nivel intermedio (middle level, district level) es fundamental. En-
tendemos el nivel intermedio como aquel órgano institucional que se ubica por debajo del Ministerio 
de Educación de cualquier país y sobre la escuela. En términos concreto corresponde a órganos que por 
lo general se organizan territorialmente y velan por la educación de un territorio, de un distrito, de una 
comuna, de un ayuntamiento, de un municipio o de un borought. Los directores de educación distrital 
o comunal (sostenedores en Chile) son quienes cuentan con los recursos y la institucionalidad para 
atender a las necesidades de comunidades escolares que adscriben a un mismo territorio.

Particularmente en Chile existe una amplia diversidad de sostenedores o directores de educación. La 
reforma educacional del ´81 inauguró la entrada masiva de privados a la educación, quienes podían 
recibir subvención del Estado vía vouchers y podían lucrar (Assaél et al., 2011). Esto posibilitó la insta-
lación de diferentes modalidades de administración, sujetas a sus fuentes de financiamiento (nulo/
parcial/total), pero también, generó una amplia diversidad en la gestión ante las escasas políticas que 
delimitaran y/o regularan las funciones del sostenedor (Raczynski et al., 2019).

La evidencia producida en Chile ha demostrado que la gestión de la convivencia escolar ocupa el últi-
mo lugar de prioridades en los municipios, y que existe una estructura jerárquica verticalista que baja 
directamente desde el Ministerio de Educación (MINEDUC) a los establecimientos, sin considerar la 
participación de sostenedores, ni la interacción de éstos con sus comunidades escolares. Así, el rol 
de los sostenedores, quienes pueden ser los propios alcaldes, Corporaciones, Directores de Educación 
(DEM o DAEM), o privados, se focaliza más en el cumplimiento de acciones administrativas, que en la 
mejora de los procesos técnico-pedagógicos (González et al., 2015; Raczynski, 2012; Raczynski, y Sali-
nas, 2006; Román, y Carrasco, 2007).

Atendiendo a estos antecedentes, en que este artículo se propone identificar y caracterizar las moda-
lidades de gestión en convivencia escolar de sostenedores chilenos. Lo anterior resulta crucial, pues 
existen escasos estudios en materia de convivencia escolar que permitan abordar la amplia diversi-
dad de sostenedores existentes en Chile (Ascorra et al., 2020a; Ascorra et al., 2020b; Gallardo, 2009a; 
2009b; Sánchez et al., 2018). Además, es el nivel intermedio quien permitiría propiciar estrategias de 
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afrontamiento a las necesidades de las escuelas y sus territorios de manera rápida, oportuna y directa, 
lo cual se hace aún más relevante en situaciones de crisis (Anderson et al., 2010; Kagawa, 2005).

2. Gestión del nivel intermedio
Los sistemas escolares se pueden articular en dos o tres niveles. Un sistema se articula en dos nive-
les cuando las demandas emanadas desde el Estado –representadas por el Ministerio de educación u 
otros organismos– recaen directamente sobre las escuelas. Por lo general, esta arquitectura educacio-
nal sigue un modelo top down (Hargreaves, 2010), es decir, un primer nivel de políticas públicas que 
dicta normativas y estándares; y, un segundo nivel de la escuela, quien debe cumplirlos. Este modelo 
es verticalista y deja fuera al sostenedor, actor clave en los procesos de reforma y mejora de la calidad 
educativa (Campbell y Fullan, 2006). 

La investigación internacional sugiere que los procesos de mejora educativa demandan una arquitec-
tura educacional organizada en tres niveles. Esto es, la participación de fuerzas que vienen desde el 
nivel central, nivel local y de la escuela. Estos modelos articulan sus fuerzas en un doble flujo de in-
formación. De manera continua utilizan flujos de información top down y botton up. La información 
top down permite bajar la política pública y los acuerdos emanados a nivel central hacia el nivel local. 
La información botton up permite al nivel local de un distrito y/o sus escuelas levantar necesidades y 
desarrollar estrategias asociadas a su contexto (Campbell y Fullan, 2006; Hargreaves, 2010; Kowalski 
y Limber, 2007). Raczynski (2012) sostiene que el nivel intermedio funciona como una bisagra entre la 
base del sistema y el nivel nacional, ayudando a equilibrar las fuerzas que ejercen desde arriba (curri-
culum, estándares y otros) con las demandas que surgen desde abajo (docencia, desarrollo profesional, 
competencias y liderazgo directivo, situaciones de crisis, eventos de emergencia como incendios, terre-
motos, aluviones, entre otros).

La incorporación del sostenedor en la gestión educativa se ha postulado como fundamental para paí-
ses que poseen sistemas educacionales descentralizados, como el caso de Chile (Delannoy y Guzmán, 
2009). Lo anterior debido a que el sostenedor puede rescatar las demandas locales y hacerlas dialogar 
con la política pública. Concretamente, una buena gestión del sostenedor permitiría: a) aumentar la 
pertinencia de la política pública; b) potenciar la relación escuela-familia-comunidad; c) movilizar 
recursos locales para la mejora continua; d) lograr sinergia entre el programa escolar y; e) facilitar el 
trabajo en red, potenciando el intercambio de experiencias y buenas prácticas entre escuelas (Delan-
noy y Guzmán, 2009). 

En Chile, la implementación de la Ley de Subvención Escolar Preferencial (Ley No. 20.248, 2008), Ley 
General de Educación (Ley No. 20.370, 2010) y Ley de Sistema Aseguramiento de la Calidad (Ley No. 
20.501, 2011), comienzan a demandar un mayor involucramiento por parte de los sostenedores en los 
procesos de mejora. De acuerdo con Weinstein y otros (2010), los sostenedores deben velar por el me-
joramiento de los resultados de aprendizaje y cumplir sus estándares, aspectos relacionados a un rol 
técnico-pedagógico de mejora continua (MINEDUC, 2014).

Aun cuando estas políticas proponen nuevas funciones para los sostenedores, no se han desarrollado 
directrices claras, ni se han instalado capacidades respecto a cómo deben desempeñar su rol (González 
et al., 2015). Tampoco se ha realizado un adecuado proceso de acompañamiento y/o sensibilización, 
por lo que no se puede asegurar un cambio en la práctica social con la que ejecutan sus responsabili-
dades. De acuerdo con Espínola y Silva (2009), la normativa aplicada previamente a los sostenedores 
excluía funciones técnico-pedagógicas que eran responsabilidad de los Departamentos de Educación 
Provincial (DEPROV). Debido a ello, por más de 25 años los sostenedores desempeñaron un rol neta-
mente administrativo, funcionado más bien como “cajas pagadoras” u “organismos de empleo” (Rac-
zynski, 2012).

La reforma de 1981 posibilitó la entrada masiva de privados a la educación, quienes podían recibir 
subvención del Estado vía vouchers y podían lucrar. Esto instaló una amplia heterogeneidad de soste-
nedores, dificultando –hasta el día de hoy– su caracterización. Es así, como actualmente en Chile po-
demos distinguir al menos cinco tipos de sostenedores según su dependencia administrativa (Ascorra 
et al., 2020b):
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•	 Municipales (SM). De financiamiento público. Representan al 9,3% de los sostenedores, son 
responsables del 42% de los establecimientos y concentran el 34,1% de la matrícula escolar. 
Estos establecimientos congregan principalmente a estudiantes de estrato socioeconómico 
bajo (González, 2017) y tienen una matrícula promedio de 300 estudiantes (DS = 185,5) por 
establecimiento (MINEDUC, 2018).

•	 Particulares subvencionados (SPS). De financiamiento mixto (público-privado), y que a 
contar del año 2015 (Ley No. 20.845, 2015) se comienzan a organizar a través de corporacio-
nes y fundaciones sin fines de lucro. Representan al 77,7% de los sostenedores, son respon-
sables del 48% de los establecimientos y tienen el 53,9% de la matrícula. Estos sostenedores 
concentran en su matrícula a estudiantes de estratos medios (González, 2017) y tienen un 
promedio de 315 estudiantes (DS = 397,5) por establecimiento.

•	 Particulares (SP). De financiamiento privado. Representan al 12% del país, son responsables 
del 9% de los establecimientos, con un 9,2% de la matricula. Su matrícula está compuesta 
mayoritariamente por estudiantes de estrato socioeconómico alto (González, 2017) y po-
seen en promedio 497 (DS = 474,8) estudiantes por establecimiento.

•	 Administración delegada (AD). Entidades privadas que administran establecimientos téc-
nico-profesional de financiamiento público. Representan al 1% de los sostenedores, son res-
ponsables del 0,6% de los establecimientos y concentran un 1,2% de la matrícula. Estos sos-
tenedores tienen un promedio de 683 estudiantes (DS = 213,2) por establecimiento.

•	 Servicios Locales de Educación (SLEP). Nueva institucionalidad instaurada a contar del año 
2017 que concentra a establecimientos de distintas comunas. Actualmente representan a un 
0,2% de los establecimientos y tienen un promedio de 258 estudiantes (DS = 129,0).

Además de estas características, podemos encontrar otras vinculadas a sus condiciones de gestión. 
Estas características se presentan principalmente en SM y SPS –quienes poseen mayor cantidad de es-
tablecimientos y matricula–. En el caso de SM, encontramos aquellos con una alta o muy alta cantidad 
de escuelas, baja y/o alta matricula, y con escuelas rurales y/o urbanas. Un estudio realizado por Raczy-
nski (2012), develó que aquellas municipalidades más grandes congregan más recursos, más estudian-
tes y poseen departamentos de educación más complejos y eficientes. Mientras que, aquellas munici-
palidades más pequeñas poseen menos recursos y se encuentran menos profesionalizados. Además, 
Raczynski (2012) identificó que existían municipios con proyectos ambiciosos, que movilizaban a su 
personal, mientras que otros repetían de manera rutinaria sus prácticas burocráticas-administrativas, 
sin pretensiones de mejora. En el caso de SPS, podemos encontrar aquellos que poseen a su cargo un 
solo establecimiento y funcionan como pequeñas empresas familiares, donde el sostenedor es director 
y dueño del establecimiento, y su equipo son familiares o amigos (Carrasco et al., 2014). Pero también, 
podemos encontrar aquellos que funcionan en red o que atienden a un grupo de escuelas, en su mayo-
ría de órdenes religiosas.

Donoso-Díaz y otros (2015) refieren que uno de los principales problemas de la heterogeneidad de sos-
tenedores en Chile es lo que se conoce como “desbalance del sistema”. El desbalance se produce cuan-
do la normativa es desigual y permite acciones diferenciadas, produciendo condiciones desfavorables 
para la gestión en algunos sostenedores. Ejemplo de ello son las relaciones contractuales diferenciadas 
por dependencia. En este aspecto, un estudio realizado por López y otros (2020) constató que los es-
tablecimientos municipales tendrían una mayor concentración de profesionales con baja experiencia 
y mayor cantidad de horas de contratación, mientras que en establecimientos privados y subvencio-
nados existiría una mayor cantidad de profesionales de gran experiencia con contrataciones de baja 
cantidad de horas. El tipo de contrato, la cantidad y calidad de los profesionales, es considerado un 
factor relevante para la mejora en convivencia escolar (Ascorra et al., 2020a; Cohen et al., 2009; NSBA, 
2009; Raczynski, 2012). Para el caso de Chile esto se hace más relevante, pues son los sostenedores 
quienes se encargan de gestionar el recurso humano, quienes a su vez tienen escasa responsabilidad en 
los procesos de mejora continua.
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3. Gestión de la convivencia escolar
Entendemos convivencia escolar (CE) como el conjunto de patrones experienciales de la vida en la es-
cuela, que se materializan a través de normas, objetivos, valores, relaciones interpersonales, procesos 
de enseñanza-aprendizaje y estructura organizacional (Cohen et al., 2009, p. 182). La “Política Nacio-
nal de Convivencia Escolar 2015/2018” define convivencia escolar como

un fenómeno social cotidiano, dinámico y complejo, que se expresa y construye en y desde la interacción que 
se vive entre distintos actores de la comunidad educativa, que comparten un espacio social que va creando y 
recreando la cultura escolar propia de ese establecimiento. (MINEDUC, 2015, p. 25)

Específicamente, la gestión de la convivencia escolar a nivel intermedio es comprendida como aquellas 
acciones y apoyos que los sostenedores brindan a sus escuelas para mejorar la calidad y vida dentro 
las comunidades escolares (Ascorra et al., 2019a). Esta gestión comprende acciones como el diseño, 
planificación, implementación, evaluación y seguimiento de medidas de promoción, prevención e in-
tervención en convivencia escolar. 

La investigación internacional ha identificado distintos modelos de gestión de la CE a nivel interme-
dio. Cohen y otros (2009) han propuesto una matriz compuesta por cuatro dimensiones de gestión: 
a) Organización de políticas en clima escolar (liderazgo del nivel intermedio, inclusión de programas 
focalizados); b) Evaluaciones e instrumentos en clima escolar (instrumentos validados, contextualiza-
dos a las necesidades territoriales y con disponibilidad para su uso); c) Definiciones de clima escolar 
(precisión de la definición y traducción de las medidas) y, d) Asistencia Técnica (contratación de per-
sonal, disponibilidad de recursos, intervenciones basadas en la evidencia).

La National School Board Assossiation (NSBA, 2009), concluyó que las funciones claves para la gestión 
del nivel intermedio se relacionan con: a) Liderazgo compartido, mejora continua y toma de decisiones 
compartida; b) Capacidad para crear y mantener iniciativas y c) Apoyo para el personal y las escuelas a 
través de datos e información contextualizada. Asimismo, la NSBA junto con el Center for Public Edu-
cation (2017) propusieron un modelo de gestión de cuatro fases cíclicas: 1) Determinación de la situa-
ción inicial de las escuelas (línea base), que corresponde al reconocimiento de lo que está sucediendo 
en CE dentro sus escuelas, considerando el apoyo a la construcción, búsqueda y socialización de infor-
mación producida; 2) Alinear los recursos, que considera la identificación de recursos disponibles en 
el nivel intermedio y en las escuelas, que permitan propiciar el cambio; 3) Programas y prácticas, que 
considera la identificación y evaluación de programas de CE vigentes en las escuelas, estableciendo 
propuestas de mejora; y 4) Monitorear el progreso, que considera la evaluación de logros y obstáculos 
para el cambio educativo, además de identificar factores y estrategias para su sostenibilidad.

En Chile, Ascorra y otros (2020b) diseñaron y validaron un instrumento de gestión de la convivencia 
escolar a nivel intermedio compuesto por cuatro dimensiones:

•	 Planificación estratégica. Considera aquellas acciones que buscan construir un discurso y sen-
tido de la CE a nivel local, que se traduzca en una estrategia coherente entre el nivel intermedio 
y las escuelas a cargo. Se valora la existencia de una articulación horizontal (las prácticas y 
planes de mejora de las escuelas son coherentes entre sí) y una articulación vertical (la misión, 
visión y planes de las escuelas están alineados con los del sostenedor).

•	 Planificación basada en la evidencia. Considera todas aquellas acciones que involucran la uti-
lización de evidencia empírica sobre la CE producida por las escuelas y el sostenedor. La toma 
de decisiones se debe realizar a partir de la producción de evidencia empírica para producir 
transformaciones, así como también debe considerar la socialización y transparencia en la en-
trega de esta información. 

•	 Recursos financieros. Considera la disponibilidad de recursos económicos en el nivel inter-
medio para CE. La gestión de la convivencia escolar debe contar con un presupuesto asignado 
tanto para el sostenedor como para las escuelas y la posibilidad de redistribuirlo de forma au-
tónoma según las necesidades locales.
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•	 Recursos humanos. Considera las condiciones y características de los profesionales que ges-
tionan la CE en las escuelas. La literatura indica que la formación, experiencia, tipo de contra-
tación y la cantidad de personal que trabaja en CE impacta en los resultados de mejora. Si bien 
cada sostenedor tiene sus propias tradiciones y políticas, todos deben avanzar hacia estrate-
gias de formación para su personal (Anderson et al., 2010; NSBA, 2017).

Tras una revisión sistemática realizada por las autoras de este proyecto, en Chile sólo se encontraron 
tres investigaciones que abordaran directamente la relación entre la gestión de la CE y el nivel inter-
medio desde las percepciones de sostenedores (Ascorra et al., 2020a; Gallardo, 2009a, 2009b; Sánchez 
et al., 2018). El resto de las investigaciones sólo lo hace desde su vinculación teórica. El estudio rea-
lizado por Gallardo (2009a; 2009b) en cinco municipios de la región metropolitana, mostró una alta 
congruencia con lo reportado a nivel internacional (Anderson, 2013; Cohen et al., 2009). Dentro de sus 
principales hallazgos destacan la importancia de la coordinación entre los encargados de los munici-
pios y de las escuelas; la importancia de la formación de los equipos, y los recursos profesionales que 
dispone el municipio en materia de CE. Los elementos que limitarían las acciones del sostenedor serían 
la orientación rígida para satisfacer sistemas de accountability, la competencia y la falta de coordina-
ción entre escuelas (Gallardo, 2009a).

Un segundo estudio realizado por Sánchez y otros (2018) en seis municipios mostró resultados simila-
res. Este estudio evidenció que los sostenedores no poseen recursos destinados para CE, tienen escasa 
formalización de sus equipos, y que estos se encuentran escasamente capacitados. Tampoco se obser-
vó un proyecto institucional que apoyara su gestión o una adecuada articulación en red entre estable-
cimientos. A nivel general, se concluyó que la gestión de la CE se encuentra en una fase de instalación, 
con escasos procesos de gestión, y que estos se encuentran focalizados a la atención de casos críticos 
y/o el cumplimiento de la normativa vigente. Asimismo, se observó una baja influencia del sostenedor 
sobre los equipos de convivencia de las escuelas.

Finalmente, la investigación desarrollada por Ascorra y otros (2020) en 110 sostenedores de distintas 
dependencias del país, identificó algunos factores incidentes en la gestión de la CE. Específicamente este 
estudio se focalizó en las dimensiones de conocimiento de las escuelas y su territorio, reconocimiento del 
logro y gestión de redes. Estas dimensiones mostraron ser incididas por condiciones institucionales como 
la cantidad de horas de contratación, el tamaño de los equipos y la capacitación en convivencia escolar.

En conclusión, estos estudios permiten constatar que es necesario que directores de educación o soste-
nedores cuenten con modelos de gestión en convivencia escolar que integren factores como: la existen-
cia de un equipo profesional especializado, la implementación de políticas, un sistema de evaluación 
y seguimiento, y planes atingentes. Asimismo, es necesario que estos modelos sean conocidos y com-
prendidos por los diferentes miembros de la comunidad escolar. No basta con la creación de acciones 
a nivel intermedio, estas deben permear a las escuelas y formar parte de sus acciones cotidianas. Estos 
factores, pueden afectar de manera sustancial el tipo de gestión de la convivencia que se desarrolle, y 
por consecuencia, pueden tener implicancias directas en la calidad y vida escolar. De esta manera, es 
necesario que los equipos a nivel intermedio tengan conocimiento de las acciones desempeñadas, de 
cara a tener un conocimiento especializado de las dimensiones a mejorar.

4. Método
El estudio fue transeccional de tipo descriptivo-exploratorio (Hernández et al., 2010).

Participantes
El muestreo fue estratificado proporcional en función de la dependencia administrativa y la cantidad 
de establecimientos a cargo del sostenedor, respetando el tamaño del estrato en la población (Canales, 
2006). Participaron 519 sostenedores de todas las dependencias del país (20,6% SM, 70,9% SPS, 6,6% 
SP, 1,5% AD y 0,4% SLEP). La mayoría mujeres (56,2%) a cargo de sólo un establecimiento (59,9%).
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Instrumentos
Se utilizó la escala de gestión de la convivencia escolar a nivel intermedio validada por Ascorra y otros 
(2020b). Este instrumento se compone de 19 ítems evaluados en una escala Likert de 4 puntos (1: To-
talmente en desacuerdo – 4: Totalmente de acuerdo), agrupados en cuatro dimensiones de gestión: 
Planificación estratégica (cinco ítems - v.g. “Los establecimientos participan en el diseño del plan de 
CE del sostenedor”), Planificación basada en la evidencia (siete ítems - v.g. “Incentivo el uso de datos 
e informaciones de los establecimientos para la construcción de sus planes de CE (planes anteriores, 
IDPS, SIMCE)”), Recursos financieros (cuatro ítems - v.g. “Puedo reasignar recursos financieros de ser 
necesario”), y Recursos humanos (tres ítems - v.g. “Las horas de dedicación de los encargados de CE 
de los establecimientos son suficientes para atender sus necesidades”). La escala presenta una alta 
fiabilidad a nivel global (α = 0,878).

Como variables de caracterización se utilizó: 1) dependencia administrativa, 2) cantidad de estableci-
mientos a cargo, 3) cantidad de profesionales en CE del sostenedor, 4) formación en CE, y 5) autoper-
cepción del sostenedor en tres ámbitos de gestión de la convivencia escolar. Estas variables desarro-
lladas por Ascorra y otros (2020a) corresponden a factores identificados por la literatura internacional 
como relevantes en la gestión, los cuales se detallan a continuación:

•	 Conocimiento de las escuelas y su territorio: Referido al conocimiento del sostenedor respecto 
de las escuelas a su cargo y del entorno en el cual están insertas, a través de información pro-
ducida por sistemas de medición nacional y/o instrumentos elaborados a nivel local; 

•	 Reconocimiento del logro: Referido al reconocimiento sistemático por parte del sostenedor de 
los logros en CE alcanzados por sus escuelas; y,

•	 Gestión de redes: Referido a la promoción y conformación de redes entre escuelas, y con otras 
entidades externas, con foco en el apoyo a problemáticas de CE.

Estas dimensiones a su vez se presentan en un orden creciente, correspondientes a cuatro categorías: 
a) Etapa Intuitiva, referida a una gestión intermedia que recibe y transmite información producida 
por sistemas de medición nacional (SIMCE, IDPS, categorías de desempeño u otro) sin un carácter 
diagnóstico y sin procesamiento contextualizado a las necesidades de las escuelas; b) Etapa Incipien-
te, donde se recibe y analiza esporádicamente información proporcionada por las escuelas e informa-
ción producida por sistemas nacionales, estableciendo estrategias focalizadas a las escuelas a cargo; 
c) Etapa  Avanzada, donde se produce, analiza y comunica información de las escuelas estableciendo 
estrategias y focos de  intervención de forma no sistemática; d) Etapa Institucionalizada, donde se 
produce, analiza y comunica información  de  las  escuelas  de  forma  sistemática, identificando focos 
de intervención y herramientas que promuevan la mejora de forma global.

Procedimiento
La escala fue aplicada de forma online. Los participantes fueron invitados a través de correo electró-
nico, considerando el Directorio Nacional de Sostenedores del año 2018 (MINEDUC, 2018). Se realizó 
seguimiento vía telefónica para asegurar la recepción de la invitación. 

La investigación siguió los principios del Comité de Bioética y Bioseguridad de la institución. Para 
resguardar aspectos éticos, se incluyó un consentimiento informado previo al acceso al instrumento. 
Asimismo, se incluyeron tres preguntas respecto de: a) la claridad de la información otorgada, b) apro-
bación del uso de datos; e, c) interés en la participación.

Análisis de datos
Se realizaron tres tipos de análisis de manera secuencial. En primer lugar, se realizó un análisis des-
criptivo, que incluyó el cálculo de medias (M), desviaciones estándar (DS) y correlaciones entre las 
dimensiones del instrumento. 

En segundo lugar, se realizó un análisis de conglomerados bietápico en torno las dimensiones de ges-
tión, para identificar posibles grupos naturales de sostenedores. Esta técnica permite analizar simul-
táneamente datos categóricos y continuos (McIntyre y Pigram, 1992) de manera de caracterizar, no 
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solo a las acciones, sino además otras variables que puedan influir en la aplicación de éstas. En un 
primer momento, los casos fueron agrupados transitoriamente por medio de un árbol de clasificación 
considerando variables continuas (dimensiones de gestión y número de equipo) y categóricas (depen-
dencia, autopercepción de la gestión, entre otras), y luego, se confirmó su agrupamiento a través de un 
procedimiento jerárquico, que permite explorar diferentes soluciones y grupos (Rundle-Thiele et al., 
2015). Finalmente, una vez identificado los clústeres, se compararon las variables continuas a través 
de pruebas ANOVA unifactorial y las variables categóricas a través de pruebas de chi-cuadrado, consi-
derando el estadístico exacto de Fisher en el caso de que al menos el 20% de las frecuencias esperadas 
fueran menores de 5 (Pardo y Ruiz, 2005).

En tercer lugar, se utilizó la técnica de árbol de decisiones. Esta técnica permite describir cómo una variable 
dependiente se comporta en relación con otras variables. Primero, se define un grupo de variables predicti-
vas para una variable-criterio (en este caso, pertenencia al clúster), y se genera una red de nodos que mues-
tra cómo la variable dependiente se comporta en relación con las otras variables (Berlanga et al., 2013). Para 
esto último, se consideraron las acciones de gestión de la convivencia escolar a nivel intermedio (ítems de 
cada dimensión). Los datos se analizaron utilizando el software estadístico IBM SPSS Statistics 23.0.

5. Resultados
El Cuadro 1 presenta los resultados descriptivos de las dimensiones de gestión. Se observa que las me-
dias oscilan entre M = 3,35 (DS = 0,59) en Planificación estratégica y M = 2,80 (DS = 0,86) en Recursos 
financieros. Todas las correlaciones son positivas y moderadas, aunque las más bajas se observan entre 
Recursos financieros y las otras dimensiones.

Cuadro 1
Medias y correlaciones dimensiones de gestión de la convivencia escolar a nivel intermedio

M DS PE PBE RF

Planificación estratégica (PE) 3,35 0,59 –

Planificación basada en la evidencia (PBE) 3,23 0,57 0,749*** –

Recursos financieros (RF) 2,80 0,86 0,424*** 0,409*** –

Recursos humanos (RH) 3,17 0,62 0,648*** 0,750*** 0,504***

Nota *** p < 0,001.

El análisis de clúster bietápico permitió identificar tres grupos de sostenedores, clasificando al 100% 
de los participantes. Al comparar los clústeres través de ANOVA, se observa que el clúster 1 presenta 
mayor frecuencia en las acciones de gestión que el clúster 2, y sucesivamente este con el clúster 3. To-
das las diferencias son estadísticamente significativas (Cuadro 2).

Al comparar la pertenencia de los clústeres y la dependencia, se observa que más del 20% de las fre-
cuencias esperadas fueron inferiores a 5, por lo que se utiliza la prueba exacta de Fisher. A través de este 
estadístico, se concluye que existe asociación entre las variables (p < 0,001). El Cuadro 3 muestra que los 
sostenedores del clúster 1 y 3 son en su mayoría de dependencia subvencionada, mientras que en el clús-
ter 3 la mayoría de los sostenedores corresponden a dependencia municipal (73,9%).

En cuanto a la cantidad de establecimientos a su cargo, se observa que los clústeres 1 y 2 presentan 
una mayor cantidad de sostenedores a cargo de un establecimiento escolar, mientras que en el 
clúster 3 prima la administración de dos o más (Cuadro 3).
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Cuadro 2
Comparación entre clústeres según variables continuas (ANOVA unifactorial)

Clúster

F (2) p η21
(n =187)

2
 (n =198)

3
  (n =134)

M  DS  M  DS  M DS

Planificación estratégica 3,79  0,24  3,24  0,39 2,88 0,76 148,31 0,000 0,365

Planificación basada en la 
evidencia 3,74  0,26  3,04  0,28 2,81 0,67 231,13 0,000 0,473

Recursos financieros 3,34  0,69  2,79  0,70 2,06 0,73 129,17 0,000 0,334

Recursos humanos 3,71  0,29  3,02  0,36 2,63 0,67 249,24 0,000 0,491

N. equipo 5,53  8,79  4,19  3,84 6,84 14,57 3,24 0,040 0,012

Nota. N. equipo = Número de personas en el equipo de convivencia escolar a nivel intermedio.

La formación en CE no mostró diferencias en función de los clústeres a nivel de charlas, talleres 
o asignaturas de pregrado. No obstante, si se mostraron diferencias en la formación a través de
cursos, asignaturas de postgrado y diplomados, a favor del clúster 1 y 3.

Respecto a la autopercepción del conocimiento del territorio, gestión de redes y el reconocimiento 
del logro, se muestra una asociación entre estas dimensiones y los clústeres. En cuanto a la pri-
mera dimensión, se observa que en el clúster 1 los sostenedores se visualizan con un conocimiento 
del territorio de nivel institucionalizado, en el clúster 2 los sostenedores se perciben en un nivel 
intuitivo e institucionalizado, y en el clúster 3, los sostenedores se perciben principalmente en un 
nivel intuitivo. Para la gestión de redes, los clústeres 1 y 2 se auto perciben en un nivel incipiente, 
mientras que en el clúster 3 se perciben en un nivel intuitivo e institucionalizado. Finalmente, en 
cuanto al reconocimiento del logro, en todos los clústeres se aprecia que una autopercepción ma-
yormente institucionalizada y avanzada (Cuadro 3).

Cuadro 3 
Comparación entre clústeres según variables categóricas (prueba de X2)

Clúster

1 2 3

n % n % n % X2

Dependencia

SM 7 3,7 1 0,5 99 73,9 -

SPS 163 87,2 175 88,4 30 22,4

SP 12 6,4 21 10,6 1 0,7

AD 5 2,7 1 0,5 2 1,5

SLEP 0 0,0 0 0,0 2 1,5

Cantidad de estableci-
mientos

1 establecimiento 127 67,9 172 86,9 12 9,0 209,78***

2 o más estableci-
mientos 60 32,1 26 13,1 122 91,0
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Formación en convi-
vencia escolar

Charla 163 87,2 167 84,3 113 84,3 1,82

Taller 141 75,4 139 70,2 102 76,1 0,27

Curso 97 51,9 75 37,9 75 56 7,95*

Asignatura de 
pregrado 22 11,8 31 15,7 18 13,4 0,74

Asignatura de 
posgrado 45 24,1 28 14,1 23 17,2 10,96**

Diplomado o pos-
título 43 23,0 35 17,7 46 34,3 6,89*

Conocimiento de las 
escuelas y su territorio

Intuitiva 18 9,6 41 20,7 43 32,1 42,89***

Incipiente 18 9,6 29 14,6 24 17,9

Avanzada 14 7,5 15 7,6 11 8,2

Institucionalizada 98 52,4 72 36,4 30 22,4

Gestión de redes

Intuitiva 22 11,8 24 12,1 34 25,4 28,81***

Incipiente 55 29,4 75 37,9 27 20,1

Avanzada 34 18,2 38 19,2 19 14,2

Institucionalizada 37 19,8 20 10,1 28 20,9

Reconocimiento del 
logro

Intuitiva 1 0,5 3 1,5 5 3,7 52,74***

Incipiente 3 1,6 17 8,6 24 17,9

Avanzada 46 24,6 78 39,4 37 27,6

Institucionalizada 98 52,4 59 29,8 40 29,9

Nota. *** p < 0,001; ** p < 0,01; * p <0,05.

En la siguiente figura se observa la representación gráfica de árbol de problemas con el algoritmo 
CHAID exhaustivo. Se indica el porcentaje total y la clasificación de la variable dependiente (clús-
ter) para cada nodo. Existen 9 nodos terminales y una clasificación de 4 ramificaciones (Figura 1).

Los resultados muestran que el factor más importante fue la socialización de roles y funciones de 
los encargados de CE de los establecimientos, la que se ramifica en tres nodos. En primer lugar, el 
nodo 1 no presenta ramificaciones y está compuesto por aquellos sostenedores que están en des-
acuerdo o muy en desacuerdo con dicha afirmación, y el 71,1% corresponde al clúster 3. 

El nodo 2 está compuesto principalmente por sostenedores que están solo de acuerdo con dicha 
afirmación o bien presentan una postura neutral, donde el 61,5% pertenece a al clúster 2. Este se 
ramifica en los nodos 4 y 5 divididos por el acuerdo con que la planificación de CE comunal toma 
en cuenta las necesidades de los establecimientos. Así, el nodo 4 se subdivide por el grado de 
autonomía para reasignar recursos financieros en CE, donde el 14,1% indica que se encuentra en 
desacuerdo con esta afirmación y el 20,4% que se encuentra de acuerdo.

En el caso del nodo 3, compuesto por quienes están muy de acuerdos con que se han socializado 
los roles y funciones de los encargados de CE de los establecimientos, el 77,6% pertenece al clúster 
1, y se subdivide en los clústeres 6 y 7 por el hecho de proporcionar información a los estableci-
mientos sobre su gestión en CE.
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Figura 1
Pertenencia a clústeres según acciones de gestión en convivencia escolar a nivel intermedio (Árbol de decisiones)

6. Conclusiones
La crisis mundial producida por el COVID-19 y los constantes movimientos político-sociales vividos en Chi-
le durante los últimos años, han relevado la importancia de discutir los sentidos de la educación. Esta situa-
ción de crisis permanente ha permitido visualizar la función de la escuela en la provisión de servicios bási-
cos en comunidades escolares altamente vulneradas, pero también, ha dilucidado una función de cuidado y 
contención ( Kagawa, 2005; Tarabini, 2020). En este aspecto, la fi gura del nivel intermedio emerge como un 
eje articulador a nivel territorial, que permite implementar políticas contextualizadas a las características 
de sus comunidades escolares (Anderson et al., 2010).

En Chile, el nivel intermedio es complejo y diverso (Ascorra et al., 2020a) y durante los últimos años se les ha 
demandado responsabilizarse directamente con la mejora escolar, integrando elementos técnicos-pedagó-
gicos y de aprendizaje transversal (Raczynski et al., 2019) como es el caso de la CE. Sin embargo, estas nuevas 
demandas no han venido acompañadas de políticas que orienten su quehacer, persistiendo una función ad-
ministrativa ( González et al., 2015; Pineda et al., 2020; Raczynski, 2012; Raczynski y Salinas, 2006; Raczynski 
et al., 2019; Román y Carrasco, 2007).



P. Ascorra et al.

 238

Revista Internacional de Educación para la Justicia Social, 2021, 10(1), 227-243

Específicamente, la gestión de la CE a nivel intermedio ha sido un campo escasamente explorado (Ascorra et 
al.,, 2020a, 2020b; Gallardo, 2009a, 2009b; Sánchez et al., 2018). En este marco, es que el presente estudio 
se propuso identificar y caracterizar las modalidades de gestión de la CE en sostenedores chilenos, buscan-
do ampliar los marcos interpretativos y de apoyo a estos equipos. 

Los resultados de este estudio permiten identificar tres niveles de gestión de la CE a nivel intermedio. El 
primero de ellos, corresponde a un nivel de gestión de carácter intuitivo, donde se desarrollan escasas accio-
nes promotoras de la CE. El segundo nivel, corresponde a una gestión en fase incipiente, donde se realizan 
parcialmente acciones promotoras de la CE, sin un foco claro. Y finalmente, un tercer nivel que corresponde 
a una gestión institucionalizada, donde se desarrollan diferentes acciones de gestión que promueven el de-
sarrollo de la CE desde una perspectiva institucional, alineada a nivel horizontal y vertical, y con recursos 
financieros, materiales y humanos exclusivos para el área.

Estos grupos presentan ciertas particularidades entre sí. Los sostenedores en un nivel institucionalizado 
tienen en su mayoría una escuela a su cargo, lo que podría favorecer el reconocimiento de las necesidades de 
su comunidad escolar. Según Anderson y otros (2010) el nivel intermedio requiere contar con mecanismos 
de evaluación que permitan tener un conocimiento acabado de la realidad de sus escuelas. Esta información 
permite al nivel intermedio tener una línea base con la cual adecuar estrategias y políticas (NSBA, 2017) a la 
realidad de sus diferentes escuelas. Particularmente en Chile, Gallardo (2009a) y posteriormente Sánchez 
y otros (2018) evidenciaron que los SM –quienes poseen más escuelas a su cargo– presentan dificultades 
para reconocer y abordar las necesidades de sus escuelas. Estos estudios han expuesto que la cantidad y 
diversidad de escuelas a su cargo, y la escasez de recursos materiales y humanos son factores que afectan 
negativamente el abordaje de la convivencia escolar a nivel intermedio, impactando directamente en las ac-
ciones desarrolladas por los profesionales que gestionan la convivencia a nivel intermedio y en las escuelas.

Por otro lado, aquellos sostenedores en un nivel institucionalizado en la gestión de la convivencia escolar se 
percibieron con un mejor conocimiento del territorio y un mayor reconocimiento del logro. Estos resultados 
se condicen con la literatura internacional que refiere al conocimiento del territorio como un elemento cru-
cial para la implementación de políticas, planes y programas contextualizados y participativos, que permi-
tan aumentar los niveles de logro y mejora escolar (Anderson et al., 2010; Kull et al., 2016; NSBA, 2017). En 
Chile, Ascorra y otros (2020a) evidenciaron que el tamaño del equipo, las horas de contratación y la capa-
citación en CE tiene un efecto sobre la percepción del conocimiento del territorio, reconocimiento del logro 
y gestión de redes en convivencia escolar, demostrando que existen factores institucionales que repercuten 
en las acciones desarrolladas por el sostenedor. 

Respecto a lo anterior, a pesar de que los participantes de este estudio mostraron en su mayoría no tener 
una formación especializada en CE a nivel de postgrado, aquellos sostenedores con una gestión institucio-
nalizada mostraron un mayor porcentaje de profesionales con este tipo de formación. Estos resultados son 
relevantes considerando el nivel de especialización de los profesionales que gestionan la convivencia esco-
lar. Actualmente, en Chile no existe ninguna legislación que defina un perfil profesional de quienes deben 
gestionar la convivencia. La Ley sobre Violencia Escolar, promulgada el año 2011 solo indicó la necesidad de 
contar con un encargado de convivencia escolar por escuela, sin definir un perfil profesional, recursos, ni 
cantidad de horas para desempeñar este rol (Ley No. 20.536, 2011). De hecho, a nivel intermedio no existe 
ninguna regulación que determine la existencia de equipos de apoyo para esta área. Considerando las múl-
tiples demandas que han emanado de las nuevas políticas en Chile, muchos sostenedores se han visto en la 
necesidad de contar con apoyos “especializados” que permitan gestionar al menos administrativamente la 
convivencia escolar. Sin embargo, algunos estudios han develado una escasa especialización, y conforma-
ción de equipos con profesionales con una escasa experiencia (Ascorra et al., 2019b; Gallardo, 2009). A partir 
de estos antecedentes, es que consideramos necesario que futuras políticas puedan apoyar con orientacio-
nes más claras a este nivel, pues –como hemos constatado previamente–, han ampliado significativamente 
sus funciones sin haberse otorgado los apoyos necesarios para fortalecer la implementación de estos nuevos 
roles. 

Otro aspecto relevante en la conformación de los niveles de gestión fue la dependencia administrativa. En 
este aspecto, a pesar de que la dependencia municipal se muestre en su mayoría en un nivel intuitivo, la 
composición de sus escuelas es mucho más compleja que en la dependencia subvencionada. Los SM no solo 
poseen mayor cantidad y diversidad de establecimientos a su cargo, sino que también son responsables de 
un mayor porcentaje de estudiantes de nivel socioeconómico bajo, con necesidades educativas especiales, 
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migrantes, entre otras características (Donoso y Arias, 2012; García y López, 2019; González, 2017; Jiménez et 
al., 2017; Santos y Elacqua, 2016; Valenzuela et al., 2010), lo que complejiza las posibilidades de desarrollar 
planes o programas que representen a la totalidad de sus escuelas.

Estos hallazgos ponen en evidencia el desbalance del sistema educacional chileno, ya que los sostenedores 
enfrentan situaciones disímiles; no obstante ello, deben responder a estándares homogéneos. Como pode-
mos hipotetizar, el nivel de complejidad de gestionar la convivencia escolar en un solo establecimiento no es 
comparable con aquel sostenedor que debe gestionar la convivencia de todas las escuelas de su comuna (en 
algunos casos incluso más de 40 escuelas), las que además integran una matrícula más diversa y compleja a 
nivel psicosocial (Rodríguez et al., 2020; Córdoba et al., 2020). Además, como se ha evidenciado en estudios 
previos, las políticas educativas presionan de manera diferenciada, siendo los SM quienes presentan mayor 
cantidad de presiones y escasos apoyos (Ascorra et al., 2019; Bertoglia et al., 2011). Por lo tanto, la inequidad 
educativa no sólo se encuentra a nivel de escuela, como señala la literatura (Rodríguez et al., 2020; Santos y 
Elaqcua, 2016), sino que también se encuentra a nivel de gestión del nivel intermedio. 

El contexto de pandemia ha ayudado a aumentar la brecha de desigualdad entre escuelas privadas, sub-
vencionadas y municipales en Chile (Garrido, 2020; Murillo y Duk, 2020; Pávez et al., 2020; Quiroz, 2020). 
Sabemos que los estudiantes de escuelas municipales tienen menos acceso a internet, cuentan con menos 
tecnología de conectividad (computador, celular), cuentan con menos espacios en la casa que les permita el 
trabajo escolar (mayor hacinamiento y menos metros cuadrados), pero también cuentan con menos insti-
tucionalidad estatal reflejada en el sostenedor, en comparación con los estudiantes de escuelas subvencio-
nadas y privadas.  Este hecho, dificulta atender de manera seria y rigurosa las necesidades socioemocionales 
de una amplia gama de niños, niñas y jóvenes, lo cual puede afectar de manera sustancial sus trayectorias 
escolares. En este aspecto, consideramos que el soporte que pueda brindar el nivel intermedio o sostene-
dor resulta esencial, pues puede proveer de los apoyos necesarios a sus escuelas para aminorar las brechas 
generadas en contextos de crisis, las cuales sabemos que afectan de manera directa a los estudiantes más 
vulnerables (Murillo y Duk, 2020; Pavez et al., 2020). 

A modo general, los resultados de este estudio permiten relevar la importancia de contar con modelos de 
gestión claros a nivel intermedio, que permitan propiciar el desarrollo y mejora de sus escuelas. Más aun 
en situaciones de crisis, donde el sostenedor puede actuar como facilitador u obstaculizador en la entrega 
de apoyos (Román y Carrasco, 2007). Asimismo, se hace necesario poder avanzar en políticas y programas 
descentralizados que favorezcan el reconocimiento y abordaje de las particularidades de las escuelas y del 
territorio. Las inequidades territoriales requieren ser abordadas a través de la descentralización, pues per-
mite una mejor respuesta a realidades tan heterogéneas como las que se presentan en nuestro país (Quiroz, 
2020). 

Actualmente en Chile contamos con un sistema de administración escolar que, en un primer momento, 
permitió desconcentrar la gestión de recursos financieros y humanos del nivel central al nivel local. No obs-
tante, muchas de las decisiones respecto del quehacer pedagógico persisten en el nivel central, restringien-
do autonomía a los sostenedores. Incluso, muchos de los programas de apoyo a las escuelas, son delegados 
al nivel local, sobre demandando a los sostenedores con su administración (Pineda et al., 2020). En con-
secuencia, se observa una doble dependencia, que dificulta las posibilidades adecuar planes, programas y 
recursos a las necesidades locales (Donoso-Díaz y Benavides-Moreno, 2017).

Por último, este estudio permite visualizar algunas acciones que pueden constituirse como “claves” para 
la gestión de la CE. En primer lugar, vuelve a constatarse la necesidad de socializar los roles y funciones de 
los encargados de CE. Esto es coherente con estudios previos (Gallardo, 2009a; Sánchez et al., 2018), que 
refieren la importancia de asignar responsables en CE y definir sus funciones y tareas. No obstante, esta defi-
nición de “encargados” debe realizarse sin responsabilizar de forma exclusiva a estos por la gestión de la CE. 

En segundo lugar, los sostenedores deben contar con personal especializado a nivel intermedio en temáticas 
vinculadas a la convivencia escolar. El contar con personal especializado permite un mejor afrontamiento a 
las necesidades de los profesionales de las escuelas y por consecuencia atender de mejor manera a las nece-
sidades psicosociales de estudiantes y sus familias (Gallardo, 2009; Sánchez et al., 2018). Como se ha visuali-
zado en estudios previos, esto marca la diferencia en la gestión de la convivencia escolar (Ascorra et al., 2020) 

En tercer lugar, resulta imperativo que las políticas proporcionen los apoyos necesarios para aquellos soste-
nedores que cuentan con más escuelas a su cargo, pues -como se expuso anteriormente- presentan niveles 
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de complejidad mayor para su gestión. La reciente Ley de Nueva Educación Pública (Ley No. 21.040, 2017), 
responsabiliza a los Servicios Locales de Educación de una mayor cantidad de escuelas -considerando as-
pectos pedagógicos y de aprendizaje transversal- confluyendo además distintos territorios, lo que repre-
senta un enorme desafío en la gestión del sostenedor. En este aspecto, se hace necesario contar con meca-
nismos y estrategias que permitan reconocer las particularidades de las escuelas y contar con modelos de 
gestión institucionalizados que permitan abordar de manera oportuna estas particularidades. 
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